
BAJA CALIFORNIA 
XXIV LEGISLATURA 

DIPUTADO JUAN MANUEL MOLINA GARCIA. 
Presidente de la Mesa Directiva de la XXIV. 
Legislatura del Congreso del Estado de Baja 
California. 

Compañeras y Compañeros Diputados: 03 Arin 7021 cd kiC J 

La Diputada ARACELI GERALDO NUÑEZ como int grante del Grupo 

Parlamentario MORENA, de la XXIV Legislatura del Ca ngreso del Estado 

de Baja California, con fundamento en los artículos 27 28, ambos en su 

fracción I, 112 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Baja California, así como los artículos 110 fracción I, 112, 115 fracción I, 116 

y 117 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, del Estado de Baja 

California, someto a consideración de este Honorable Congreso, 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE 

MODIFICAN LOS ARTICULOS 3 FRACCION III ASI COMO EL ARTICULO 

30 DE LA LEY PARA PREVENIR, ERRADICAR LOS DELITOS EN 

MATERIA DE TRATA DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN Y 

ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS EN EL ESTADO DE 

BAJA CALIFORNIA, al tenor de los siguientes: 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

El 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la 

reforma constitucional, que implicó un rediseño de nuestro sistema de 

justicia, para convertirlo de carácter mixto a uno de carácter acusatorio y 

oral. Entre los objetivos de esta reforma destaca el de establecer un sistema 
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de igualdad entre las partes, que reconozca y proteja plenamente los 

derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales en la materia, de los 

que el Estado mexicano sea parte. De la implementación del nuevo sistema 

en la Constitución, se advirtió la conveniencia de unificar la legislación 

procesal, de tal forma que permitiera superar la irracional dispersión, para 

logar una transición con criterios uniformes en todo el país, además de 

contribuir en la elaboración de políticas públicas entre las diferentes 

instancias de gobierno, con el propósito de disminuir los índices de 

impunidad. En razón de lo anterior, se realizaron los trabajos legislativos 

correspondientes para concretar la reforma que facultara al Congreso de la 

Unión para expedir la legislación única en materia procedimental penal, 

mecanismos alternativos y ejecución de penas. El Código Nacional de 

Procedimientos Penales aprobado por el Poder Legislativo Federal, surgió 

de las deliberaciones iniciadas a partir de las distintas iniciativas 

presentadas en el Senado de la República con el objeto de reafirmar el 

compromiso de impulsar y concretar leyes que desarrollen adecuadamente 

los principios constitucionales, que fortalezcan las instituciones públicas en 

materia de seguridad y justicia y, lo más importante, que contribuyan al 

bienestar y el desarrollo de población. 

La entrada en vigor del Código Nacional de Procedimientos Penales 

permitió la aplicación de las mismas reglas por los delitos que sean 

competencia de los órganos jurisdiccionales federales y locales en el marco 

de los principios y derechos consagrados en la Constitución Política de los 
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Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que el 

Estado mexicano sea parte. Dicha legislación, además armonizaría en todo 

el país los criterios judiciales, favorecería la protección de los derechos 

humanos al establecer en un solo ordenamiento jurídico las disposiciones 

del proceso penal, contribuiría a la disminución de la corrupción y la 

impunidad, derivado de la existencia de menos resquicios legales, con 

relación a la actual dispersión de normas jurídicas, fortalecería la 

coordinación y ejecución de acciones entre todas las instancias encargadas 

de la procuración de justicia en el país, impulsaría la capacitación de los 

operadores del sistema de justicia (jueces, agentes del Ministerio Público y 

defensores), considerando criterios uniformes en todo el país y estableció 

además, condiciones adecuadas para la construcción de una política 

criminal coherente, articulada e integral. 

Ahora bien, por otra parte, con la entrada en vigor de dicha codificación, 

diversas legislaciones se vieron relacionadas, ya que en múltiples requisitos 

legales dentro de su articulado, se remitían al anterior Código Federal de 

Procedimientos Penales o en su caso al Estatal, sin embargo, es preciso 

resaltar que la fundamentación y motivación constituyen un elemento básico 

del derecho humano de legalidad en sentido amplio, reconocido por el 

artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, que es la esencia del régimen jurídico de todo Estado de 

derecho, en la medida en que se sustenta en la idea de que las autoridades 

sólo pueden hacer lo que la ley les permite, entendiendo en el caso particular 

que nos ocupa, lo que los artículos a los que se refiere dicha ley describen 

y ordenan o a los que se refiera dicha ley cuando se remite por 
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supletoriedad, es decir, todo acto de autoridad debe ser expresión del 

derecho y tiene como finalidad evitar que la autoridad actúe arbitrariamente 

y, en su caso, permite que el gobernado tenga la posibilidad de defenderse, 

la cual alcanza mediante la exigencia de que los actos de autoridad sólo se 

emitan cuando se cuente con un respaldo legal y exista un motivo para ello, 

por tanto, su cumplimiento deriva de explicitar la observancia de las 

exigencias legales que se establezcan para el acto de autoridad de que se 

trate. En ese sentido, consideramos necesario, armonizar todas y cada una 

de nuestras legislaciones estatales, cuando remitan a normas federales 

como en el caso que nos aplica es el Código Nacional de Procedimientos 

Penales, ya que la actual Ley para Prevenir, erradicar los delitos en Materia 

de Trata de personas y para la protección y asistencia a las víctimas de 

estos delitos, siguen remitiéndose a una legislación que ya no es aplicable 

al haber sido superada, para los hechos que en la actualidad se relacionen 

a la legislación que en el presente se propone reformar, ya que en diversos 

artículos, como lo son el ARTICULO TERCERO y el ARTICUO TRIGESIMO, 

remiten primeramente a un artículo y una legislación ya no aplicable para el 

caso en específico de la presente ley y el segundo de ellos, a una legislación 

que ya debe de armonizarse con las disposiciones legales actuales 

hablando de supletoriedad como lo es, propiamente el Código Nacional de 

Procedimientos Penales y no el anterior llamado Código Federal de 

Procedimientos Penales, pues si bien es cierto, la codificaciones antes 

citada sigue surtiendo efectos para diversos casos concretos, lo correcto es 

para el caso que nos ocupa, actualizar su redacción para no incurrir en una 
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falta de fundamentación adecuada al llevar a la práctica o aplicación la Ley 

que se busca reformar. 

Por lo anterior se hace un cuadro comparativo por el que se MODIFICA 

EL ARTICULO 3 FRACCION III, ASI COMO EL ARTICULO 30 DE LA LEY 

PARA PREVENIR, ERRADICAR LOS DELITOS EN MATERIA DE TRATA 

DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A LAS 

VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS EN EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

para quedar como sigue: 

TEXTO ACTUAL TEXTO PROPUESTO 

Artículo 3. El Estado de Baja California y 

sus municipios en el ámbito de sus 

respectivas competencias, velarán por el 

cumplimiento de la presente Ley en 

coordinación con la Federación, será 

competente para investigar, procesar y 

sancionar los delitos establecidos en la 

Ley General, cuando no se den los 

supuestos contenidos en el artículo 5 de 

dicha ley, por lo que la Federación solo 

podrá ser competente para investigar, 

perseguir y sancionar los delitos 

establecidos en esta Ley cuando se den 

los siguientes supuestos: 

Artículo 3. El Estado de Baja California y 

sus municipios en el ámbito de sus 

respectivas competencias, velarán por el 

cumplimiento de la presente Ley en 

coordinación con la Federación, será 

competente para investigar, procesar y 

sancionar los delitos establecidos en la 

Ley General, cuando no se den los 

supuestos contenidos en el artículo 5 de 

dicha ley, por lo que la Federación solo 

podrá ser competente para investigar, 

perseguir y sancionar los delitos 

establecidos en esta Ley cuando se den 

los siguientes supuestos: 
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Se apliquen las reglas de 

competencia previstas en la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación. 

El delito se inicie, prepare o corneta 

en el extranjero, siempre y cuando 

produzca o se pretenda que produzca 

efecto en el territorio nacional, o cuando 

se inicie, prepare o corneta en el territorio 

nacional, siempre y cuando produzca o se 

pretenda que tengan efectos en el 

extranjero, en términos de los artículos 2o, 

3o, 4o, 50 y 6o del Código Penal Federal; 

III. Lo previsto en el artículo 10 del 

Código Federal 

Penales; 

de Procedimientos 

IV. El Ministerio Público de la 

Federación solicite a la autoridad 

competente de una entidad federativa la 

atracción del asunto, atendiendo a las 

características propias del hecho, así 

corno las circunstancias de ejecución o a 

la relevancia social del mismo. 

V. Que sean cometidos por la 

delincuencia organizada, en los términos 

de la Ley Federal contra la Delincuencia 

Organizada. Para tal efecto la autoridad 

Se apliquen las reglas de 

competencia previstas en la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación. 

El delito se inicie, prepare o cometa 

en el extranjero, siempre y cuando 

produzca o se pretenda que produzca 

efecto en el territorio nacional, o cuando 

se inicie, prepare o corneta en el territorio 

nacional, siempre y cuando produzca o se 

pretenda que tengan efectos en el 

extranjero, en términos de los artículos 2o, 

30, 40, 5o y 6o del Código Penal Federal; 

III. Lo previsto en el artículo 20 del 

Código Nacional de Procedimientos 

Penales; 

IV. El Ministerio Público de la 

Federación solicite a la autoridad 

competente de una entidad federativa la 

atracción del asunto, atendiendo a las 

características propias del hecho, así 

corno las circunstancias de ejecución o a 

la relevancia social del mismo. 

V. Que sean cometidos por la 

delincuencia organizada, en los términos 

de la Ley Federal contra la Delincuencia 

Organizada. Para tal efecto la autoridad 
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local deberá coadyuvar en todo momento 

con la autoridad federal en la integración 

de la investigación por delincuencia 

organizada. 

local deberá coadyuvar en todo momento 

con la autoridad federal en la integración 

de la investigación por delincuencia 

organizada. 

Artículo 30. En materia de 

investigación, procedimientos y 

sanciones, comprendidas en esta Ley la 

reparación del daño de los delitos en 

materia de trata de personas se aplicarán 

las disposiciones de la Ley General, y en 

lo no previsto en ésta se aplicarán 

supletoriamente las disposiciones del 

Código Penal Federal, del Código Federal 

de Procedimientos Penales, de la Ley 

Federal Contra la Delincuencia 

Organizada, del Código Fiscal de la 

Federación, de la Ley Federal de 

Extinción de Dominio y de la Ley General 

del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública. 

Artículo 30. En materia de 

investigación, procedimientos y 

sanciones, comprendidas en esta Ley la 

reparación del daño de los delitos en 

materia de trata de personas se aplicarán 

las disposiciones de la Ley General, y en 

lo no previsto en ésta se aplicarán 

supletoriamente las disposiciones del 

Código Penal Federal, del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, de 

la Ley Federal Contra la Delincuencia 

Organizada, del Código Fiscal de la 

Federación, de la Ley Federal de 

Extinción de Dominio y de la Ley General 

del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública. 

RESOLUTIVO 

SE MODIFICAN EL ARTICULO 3 FRACCION III ASI COMO EL ARTICULO 

30 DE LA LEY PARA PREVENIR, ERRADICAR LOS DELITOS EN 

MATERIA DE TRATA DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN Y 

ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS EN EL ESTADO DE 

BAJA CALIFORNIA, quedando de la siguiente manera: 
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Artículo 3. El Estado de Baja California y sus municipios en el ámbito de sus respectivas 

competencias, velarán por el cumplimiento de la presente Ley en coordinación con la 

Federación, será competente para investigar, procesar y sancionar los delitos 

establecidos en la Ley General, cuando no se den los supuestos contenidos en el artículo 

5 de dicha ley, por lo que la Federación solo podrá ser competente para investigar, 

perseguir y sancionar los delitos establecidos en esta Ley cuando se den los siguientes 

supuestos: 

Se apliquen las reglas de competencia previstas en la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación. 

El delito se inicie, prepare o cometa en el extranjero, siempre y cuando produzca 

ose pretenda que produzca efecto en el territorio nacional, o cuando se inicie, prepare o 

corneta en el territorio nacional, siempre y cuando produzca o se pretenda que tengan 

efectos en el extranjero, en términos de los artículos 2o, 3o, 40, 50 y 6o del Código Penal 

Federal; 

III. Lo previsto en el artículo 20 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 

IV. El Ministerio Público de la Federación solicite a la autoridad competente de una 

entidad federativa la atracción del asunto, atendiendo a las características propias del 

hecho, así como las circunstancias de ejecución o a la relevancia social del mismo. 

V. Que sean cometidos por la delincuencia organizada, en los términos de la Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada. Para tal efecto la autoridad local deberá 

coadyuvar en todo momento con la autoridad federal en la integración de la investigación 

por delincuencia organizada. 
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Artículo 30. En materia de investigación, procedimientos y sanciones, comprendidas en 

esta Ley la reparación del daño de los delitos en materia de trata de personas se 

aplicarán las disposiciones de la Ley General, y en lo no previsto en ésta se aplicarán 

supletoriamente las disposiciones del Código Penal Federal, del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, del 

Código Fiscal de la Federación, de la Ley Federal de Extinción de Dominio y de la Ley 

General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

TRANSITORIOS 

UNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

Dado en el Salón de Sesiones "Lic. Benito Juárez García" 

del Honorable Congreso del Estado, en la Ciudad de Mexicali, Baja 

California a la fecha de su presentación. 

ATENTAMENTE 

- 
DIPUTADA ARACELI GERALDO NUÑEZ 


